Lerislación de Seguridad Versión Taquigráfica N* 1353 de 


Social 
SIC /C 2007 


COORDINADORA DE JUBILADOS 
Y PENSIONISTAS DEL URUGUAY 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 21 de noviembre de 2007 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Daniel Bianchi. 
MIEMBROS: Señores Representantes Pablo Abdala, José Luis Blasina y Esteban Pérez. 


INVITADOS: Por la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay, señores Walter Omar 
González, Luis Rodríguez Silva, Héctor Morales, Mario Salomé Trápani y Humberto Correa, 
y señora Irma Mateos Guerrero. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Seguridad Social tiene mucho gusto en recibir a una 
delegación de la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay, integrada por la señora Irma 
Mateos Guerrero y por los señores Walter Omar González, Luis Rodríguez Silva, Héctor Morales, 
Mario Salomé Trápani y Humberto Correa. 


SEÑOR BLASINA.- Quisiera realizar una pregunta al señor Presidente de la Comisión y también al 
señor Secretario a quien acabamos de despedir, puesto que esta es la última sesión en la que 
participará debido a que se retira de su actividad por haber cumplido setenta años de edad. 


Me gustaría saber si alguna vez -en los ocho años que integramos la Comisión de Seguridad Social- nos 
hemos negado a recibir a alguna delegación que haya solicitado audiencia o, en su defecto, hayamos 
planteado postergar el recibimiento de alguna de ellas. Pido que la respuesta, obviamente, quede registrada en 
la versión taquigráfica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No puedo responder acerca de los ocho años, pero sí por el tiempo en que he 
estado aquí. 


Lo que nosotros hacemos, cuando se recibe a las delegaciones, es plantear los pedidos que hay, y vamos 
acomodando la agenda según el margen de tiempo que tenemos, pero nunca tuvimos un pedido en cuanto a 
no recibir o dilatar la comparecencia de alguna delegación. 


SEÑOR SECRETARIO.- Hace casi ocho años que soy Secretario de esta Comisión. Nunca se rechazó o 
aplazó una comparecencia. La Comisión siempre ha recibido y en todo momento todas las solicitudes 


de audiencia y han sido concedidas. 


Era cuanto tenía para informar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como decía el señor Diputado Blasina, hoy es un día especial para la 
Comisión porque nuestro Secretario no va a seguir acompañándonos. Queríamos informárselo porque 
también es un amigo de ustedes que siempre ha estado trabajando en esta Comisión. Por eso, para 
nosotros esta es una reunión muy especial. 


SEÑOR MORALES.- También hacemos nuestra esta tarea tan especial y respetamos y apreciamos al 
señor Perdomo. Lo conocemos hace muchos años y nos sumamos al homenaje. 


¡Cómo han cambiado los tiempos! Antes eran otros los Diputados que se levantaban a saludar; hoy esto ha 
cambiado totalmente. 


Estoy seguro de que la pregunta que hacía el Diputado Blasina venía por nuestro lado. El 23 de mayo de 
2007 mandamos una solicitud de entrevista por segunda vez porque, de acuerdo con interpretaciones de 
algunos integrantes de la Comisión, no se nos debía recibir porque los temas que íbamos a plantear ya habían 
sido planteados. Queremos dejar esa constancia. 


Por error ¡-lo que es la vida! - traje esa nota y no la que mandamos para la solicitud de esta entrevista. De 
todas maneras, los puntos son cuatro: los topes, la Ley _N* 16.750, el artículo 27 de la Ley N* 16.713 y un 
problema de las viudas jubiladas. 


Empezamos por la preocupación que tenemos por la aplicación que viene haciendo el Banco de Previsión 
Social de los topes de la Ley N” 18.119, que no es una eliminación de topes. Lo que se hace es subir el monto 
de los topes para aquellos jubilados que los tenían. Nosotros hemos leído toda la ley y no encontramos en 
ningún lugar -por lo menos así lo interpretamos- que se diga que unos van a cobrar en un tiempo y otros en 
otro. Tenemos la consulta de decenas y decenas de jubilados que pensaban que estaban comprendidos y que 
se les dice que si no cobraron hasta ahora, cobrarán el año que viene. Según nuestra interpretación, esa es una 
clara violación de la Ley_N” 18.119. Se ha argumentado por parte de las distintas oficinas del Banco de 
Previsión Social que se han perdido algunos expedientes y que no se encuentra información. Nosotros no 
somos abogados, pero tenemos entendido que no se puede dejar de aplicar una ley por errores de la 
Administración. En este caso, nosotros planteamos que, de acuerdo con la solicitud que haga la persona que 
se siente afectada, el Banco de Previsión Social haga la liquidación y si se perdieron los expedientes, cuando 
los encuentren se regularizará la situación, pero no se puede dejar de aplicar una ley porque el Banco de 
Previsión Social perdió los expedientes. Hay un problema de mal funcionamiento de un organismo que 
debería funcionar en forma excelente porque de eso depende la prestación que merecidamente van a buscar 
las mujeres y los hombres que trabajaron una vida y llegaron a jubilarse. Lo cierto es que llegaron a jubilarse 
y fueron perjudicados porque una ley totalmente injusta -habría que revisar para atrás; no sé si hasta de 
carácter ilegal- no le pagó la jubilación de acuerdo con lo que aportaron sino hasta el tope que a alguien se le 
antojó crear y que el Parlamento desgraciadamente después votó. Nosotros estamos reclamando una urgente 
solución a esto. Hay mucha gente afectada en lo económico, pero también en lo psíquico porque se peleó 
durante un montón de años para corregir esa injusticia y cuando finalmente se corrige, se hace con algunos, 
pero con otros no. 


Le pedimos al Parlamento, como control de otros organismos del Estado, que en este caso plantee al Banco 
de Previsión Social nuestro reclamo de que se aplique la ley integralmente, que no haya "hijos y entenados", 
como ahora con este tema de los topes. 


Hay otra ley que el Banco de Previsión Social viene violando groseramente, la Ley N* 17.550. Algunos de 
los Diputados que están acá y estuvieron en el ejercicio anterior, nos acompañaron con su voto en esta larga 
lucha de la Coordinadora de Jubilados reclamando el derecho a que el jubilado cobrara su pasividad donde 
quisiera. Somos firmes defensores del Estado; lo hemos sido durante toda la vida. Creemos que el organismo 
que debe pagar la seguridad social es el Banco de Previsión Social y no entendemos -o sí- por qué a alguien 
se le ocurrió que deberíamos cobrar en el BPS y fuera de él; en el BPS no con tanta fuerza como fuera de él. 
Acá queremos detenernos y hacer los planteos que hacíamos en aquella oportunidad. Nosotros no queremos 
cobrar en el Banco de Previsión Social porque seamos "viejos caprichosos" o "viejos empecinados" sino por 
un problema cultural. El Banco de Previsión Social es de todos los uruguayos y, por tanto, uno de los 
derechos que tenemos los que somos beneficiarios de la seguridad social en el Uruguay es el de cobrar en el 
lugar natural donde hay que percibir la seguridad social, que es en el Banco de Previsión Social. Sé que se ha 


manejado que somos "viejos atrasados", "viejos porfiados". Los calificativos, a esta altura de nuestra vida, no 


nos preocupan y los tomamos según de quién vienen. Sí nos preocupa el cumplimiento de la ley porque este 
país ha sufrido mucho a lo largo de su historia para que se respetaran las normas legales. Ustedes recordarán 
que se nos quiso poner cajeros automáticos en un acto de desculturización tremenda. Durante toda nuestra 
vida laboral nos pagó una persona de carne y hueso y querían que un viejo de sesenta, setenta u ochenta años 
fuera a un cajero. 


Se demostró ante esta Comisión -seguramente con otros integrantes- que nosotros teníamos razón, que era 
antinatural imponer a un viejo esas nuevas tecnologías. Una señora en el departamento de Paysandú probó 
ocho veces para cobrar a través de un cajero automático y, finalmente, tuvo que pagarle un cajero de carne y 
hueso porque no podía hacer funcionar la máquina. 


En aquellos tiempos reclamábamos por la cultura de los habitantes de nuestro país. La Ley N* 17.550 
establece la doble opción para cobrar las pasividades dentro o fuera del BPS. Nosotros la respetamos porque 
en el marco de la democracia cada cual, si no ofende a nadie ni viola ninguna ley, debe hacer lo que entienda 
más conveniente para sus intereses. Pero en la práctica esto no se está respetando y se está violando 
groseramente la disposición de la mencionada ley. 


Puedo afirmar que de las noventa y cuatro agencias del BPS que pagan pasividades, únicamente cuarenta 
realizan esa tarea; las cincuenta y cuatro restantes no lo hacen. A esto se suma el agravante de que en 
Montevideo solo hay tres lugares donde cobrar jubilaciones y pensiones: sede Central, Cerro y Unión. En una 
cantidad de localidades de nuestro país la gente tiene que viajar muchos kilómetros de una ciudad a la otra o 
de una departamento a otro si quiere cobrar en el BPS. 


Hay otros aspectos que tienen que ver con la cultura. El hecho de cobrar en el BPS es uno de ellos. En mi 
caso personal, tenía la alegría de encontrarme con mis viejos compañeros de trabajo. Eso hace a la cultura de 
la clase trabajadora y, por ende, de nuestro pueblo, pero para algunas personas esas cosas no tienen valor. 
Creemos que la cultura de los pueblos debe tenerse en cuenta porque es parte de la vida de un país, pero el 
Estado muy alegremente se sigue desentendiendo de ello. En este caso, se está despilfarrando US$ 
12:000.000 por año, que podrían servir para darnos un aguinaldo, para aumentarnos en algo las magras 
jubilaciones que cobramos la inmensa mayoría de los jubilados y pensionistas. Es el lujo de la miseria. No 
damos el lujo de pagar a las empresas privadas US$ 12:000.000 por año para que la gente cobre fuera del 
lugar natural donde deben hacerlo, que es el Banco de Previsión Social. 


Hoy me encontré en el ómnibus con un contador del BPS, que me dijo: "No, Morales, es una locura el 
reclamo de ustedes. Habría que instalar alarmas de seguridad, cajas fuertes y todo lo demás". Nosotros 
denunciamos, una vez más, ante esta Comisión que cuando se votó la Ley N* 17.550, todas las agencias del 
Banco de Previsión Social tenían las medidas cautelares para proteger la seguridad del dinero, de los 
funcionarios y de los jubilados, que iban a cobrar allí. La seguridad fue sacada después de que se votó dicha 
ley, con la clara intención de trabar la posibilidad de que la gente pudiera ejercer el derecho de cobrar en el 
Banco de Previsión Social. Aquí nos encontramos con una falsa dicotomía: no se aplica una ley porque es 
muy caro. No es responsabilidad nuestra que sea caro. En todo caso, habría que cobrarles a quienes quitaron 
las medidas de seguridad del Banco de Previsión Social luego de que se votara la mencionada ley. 


Nos dicen que en Montevideo hay tres sucursales a las que se puede ir. No entienden la idiosincrasia de los 
viejos de nuestro país. ¡Qué triste, grave y doloroso es eso! No están entendiendo a uno de los sectores 
numéricamente más importantes de la sociedad desde el punto de vista humano, porque le dieron al país los 
mejores años de su vida a través del trabajo, le dieron familia, le dieron su vida. No entienden que para un 
viejo es muy difícil trasladarse desde Sayago al Centro, desde Colón al Centro, desde Goes al Centro, a veces 
es casi imposible por problemas físicos, motrices, porque sienten miedo y temen por su seguridad, o porque 
no quieran desarraigarse de su lugar ni siquiera para cobrar la jubilación. Ellos tienen todo el derecho del 
mundo a cobrar dentro del Banco de Previsión Social en el barrio donde viven, si quieren hacerlo. Y ningún 
Presidente o integrante del Directorio del Banco, Ministro de Trabajo y Seguridad Social o Ministro de 
Economía y Finanzas pueden decir que por razones económicas no se reinstalan los pagos en la institución. 


Exigimos el cumplimiento de la ley. Si nosotros violamos una ley, seguramente la señora Ministra del 
Interior, la Justicia, nos van a llevar para adentro. En este caso, los jerarcas del Estado violan la ley 
alegremente y no les pasa absolutamente nada. 


Nosotros reclamamos a esta Comisión que los integrantes que votaron la Ley N* 17.550, en el marco de los 
controles que debe hacer el Parlamento a los organismos del Estado, realicen las gestiones para que se 
cumpla; es decir, que se habiliten todos los lugares del Banco de Previsión Social para cobrar. 


Vuelvo a decir que si la gente que vive en Montevideo, en Sayago, en Colón, en Malvín, no quiere trasladarse 
al Centro, a la Unión o al Cerro, imagínense lo que sucede cuando tienen que salir de un departamento o ir de 
una ciudad a la otra. 


Nosotros estuvimos aquí el 23 de mayo e hicimos una serie de reclamos, entre los cuales estaba este, pero 
nunca obtuvimos respuesta. A pesar de eso, seguimos creyendo que el Parlamento es, o debe ser, la caja de 
resonancia del pueblo. Los reclamos del pueblo, si son racionales, deben ser tenidos en cuenta; lo demás, 
compete a ustedes, no a nosotros. 


Vamos a seguir viniendo -aunque a alguno no le guste- y haciendo estos planteos tantas veces como 
entendamos conveniente hasta que se nos escuche y hasta que se haga respetar la ley, que en este caso está 
siendo violada. 


Cuando nosotros pedimos la entrevista, se habló de que se estaba llevando adelante un diálogo con la 
Seguridad Social -del que nosotros fuimos excluidos por decir las cosas que decimos-, en el que no estuvo 
presente el tema de los topes ni el de la Ley N* 17.550. Precisamente, nosotros queríamos participar de ese 
diálogo para plantear estos temas. 


Por otra parte, queremos señalar que el Acto N* 9 de la dictadura derogó la posibilidad de que las mujeres que 
enviudaban y eran jubiladas percibiendo determinado monto de jubilación cobraran la pensión de su esposo. 
Consideramos que es un acto totalmente arbitrario. Esa mujer que fue trabajadora, que se jubiló porque 
aportó, también era la esposa de un hombre que durante toda la vida aportó regularmente al BPS y se jubiló. 
Ese hogar era sostenido con los ingresos de la pareja. Cuando la vida hace que uno de ellos se marche de este 
mundo, ese hogar se ve severamente golpeado porque el Acto N* 9 de la dictadura puso un tope para que las 
viudas cobraran esas pensiones. 


La Ley_N* 16.713 levanta esa derogación; creo que es una de las pocas cosas buenas que tiene. El Banco de 
Previsión Social, desde el año 1996 para acá que se empieza a aplicar la ley, no ha atendido el reclamo de las 
mujeres que se ven afectadas por este tope que se impuso. Es más, se hicieron juicios, se ganaron y hay 
antecedentes en cuanto a que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo falló a favor de las reclamantes, 
de las viudas y, sin embargo, ese antecedente no se tiene en cuenta. 


Hace pocos meses la asesoría jurídica del Banco de Previsión Social, teniendo en cuenta este fallo del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, determinó que sí, que tenían razón y que había que pagarles. 
Hubo una votación dividida en el Directorio donde desgraciadamente se demostró por qué nosotros no 
votábamos a quien hoy es representante de los jubilados en el Directorio. Desgraciadamente, fue el voto que 
inclinó la balanza para que no se reconociera el derecho de estas viudas. Votaron a favor el señor Director 
Walter Ariel Ferrari, la señora Directora Elvira Domínguez y el señor Director Armando Cuervo, y en contra, 
los señores Galli, Casares, Murro y Geza Stari. Nosotros estamos peleando por esto y vamos a ganar este 
juicio, y van a tener que pagar daños y perjuicios a la gente a la que no le reconocieron sus derechos. 


Yo fui funcionario público en un organismo donde a veces no me sentía a gusto. Trabajaba en mesa de 
entrada del Ministerio de Industria, Energía y Minería; a veces tenía que atender a copetudos, a empresarios 
y, sin embargo, siempre que fui calificado fue con la nota más alta. En determinadas ocasiones me calificaban 
como dirigente sindical y no como funcionario. Peleaba y ganaba. Entendía que para ser un buen dirigente 
gremial primero hay que ser un buen trabajador. Si cometía un error, me hacían un sumario, me sancionaban. 
Entonces, ¿cómo acá, que hay funcionarios públicos que por tener un cargo en un Directorio, hacen caso 
omiso a lo que establecen las leyes y sus propios asesores jurídicos? Nosotros venimos a dejar planteada esta 
interrogante para que sea trasladada al Directorio del Banco de Previsión Social porque seguramente esta 
Comisión va a atenderlo. 


¡Claro! Ustedes pensarán que en nuestra apreciación somos subjetivos; quisiéramos que tengan el mismo 
nivel para medir las declaraciones que eventualmente haga el Directorio del BPS. Si fuera posible, nos 
gustaría confrontar ante ustedes con ellos para demostrar la razón de nuestros dichos. Estamos reclamando 


que se respete lo establecido en la Ley N* 16.713 que levantó esos topes que se habían determinado para que 
las viudas puedan cobrar la pensión de sus esposos. 


Por otra parte, tenemos otra clara violación en este caso al artículo 27 de la Ley_N* 16.713. o vamos a entrar 
en disquisiciones técnicas ni nos vamos a explayar en cuanto a lo que establece ese artículo, pero si es 
necesario o alguien tiene alguna duda, lo hacemos. Pero acá lo que se viola groseramente es la disposición de 
que cuando se liquidan las jubilaciones, la liquidación debe hacerse de acuerdo a lo aportado durante los 
últimos diez años o los mejores veinte años de trabajo. Entonces, del resultado de esa liquidación se debe 
aplicar lo mejor para el beneficiario. Tenemos pruebas, y acá tenemos un expediente que no podemos dejarlo 
a la Comisión porque es muy caro hacer las fotocopias. De todas formas, estamos dispuestos a prestarlo si se 
desea hacer fotocopias. 


Acá hay una clara demostración de que en el caso del compañero Walter González se violó -no solo hay que 
mirar esto desde el punto de vista económico, pues tiene otras puntas- su derecho a percibir una cantidad 
importante de pesos uruguayos que van en desmedro de su calidad de vida. Lamentablemente, en nuestro país 
la calidad de vida la rige el dinero, no de ahora sino de tiempos inmemoriales. 


Entonces, nosotros estamos reclamando estas situaciones. Sabemos que hasta la propia jurídica del BPS se ha 
pronunciado a favor del reclamante, que hay antecedentes en otros Tribunales del Estado a favor de los 
reclamantes pero que no se está haciendo caso. 


También tenemos otro ejemplo de violación, el del compañero Humberto Correa, que está sentado en la punta 
de la mesa. Cuando le liquidaron su jubilación no lo hicieron por sus mejores veinte años, momento en que 
percibía sueldos mucho mayores que los que tuvo en sus últimos diez años. Por tanto, venimos a solicitar a la 
Comisión que pida cuentas al Directorio del BPS en cuanto a por qué se está haciendo esto y no lo que 
establece la ley. 


En el caso de González, es un hombre que sabe tanto como el que más dentro del BPS porque trabajó en el 
Departamento de Cuentas Personales de la OSE; él hacía todo el trabajo administrativo y contable, de 
acuerdo a las leyes y a la normativa para que se jubilaran los trabajadores del Estado. Quiere decir que este 
compañero sabe muy bien qué es lo que está reclamando: no se respetó lo establecido en el artículo 27 de la 
Ley N* 16.715. 


Otra preocupación que queremos plantear es que se viene nuevamente fin de año; prácticamente estamos en 
los umbrales de diciembre. De acuerdo a lo establecido, pasaríamos cuatro años más sin cobrar aguinaldo. 


Como dijimos en anteriores oportunidades, no estamos de acuerdo con que cuando se liquida la jubilación, se 
tome en cuenta el aguinaldo para liquidarla. No estamos de acuerdo; no es así. Por tanto, estamos reclamando 
el pago del aguinaldo. 


La última preocupación que queremos comentar es que en el día de ayer nos enteramos de algo que para 
nosotros es de "Ripley". Por ser jubilados somos los que hacemos los mandados en la casa, traemos el dinero 
y hacemos malabares para poder sobrevivir. En el día de ayer nos enteramos de que el costo de vida que en 
setiembre estaba en un 8,67% en octubre estaba en un 8,42%, o sea que bajó. Yo tengo un nietito de siete 
meses y eso no lo cree. Si mi nietito que tiene siete meses eso no lo cree, menos vamos a creerlo nosotros que 
somos viejos. Nosotros, los que vamos todos los días al supermercado, a la carnicería -el que puede ir-, que 
pagamos la mutualista, los remedios y que viajamos, no podemos creer eso. Esto tiene una clara intención de 
volver a hacer con nosotros para el año que viene lo mismo que hicieron este año: darnos un solo ajuste de 
pasividades en el año, en este caso, con la burla cruel de un 2% o un 4%. Tenemos una compañera que con un 
4% percibió de aumento $ 22. Entonces, queríamos dejar planteadas estas preocupaciones que no son 
elucubraciones que hacemos en la coordinadora de jubilados sino que son el resultado de las cuantiosas 
visitas que recibimos todos los días de gente que viene desesperada por cualquiera de las situaciones que 
acabamos de describir. 


Volvemos a repetir: la sociedad uruguaya tiene un tesoro, tiene a sus viejos; hay que cuidarlos, hay que 
respetarlos y hay que quererlos. De la forma en que nos tratan, están haciendo todo lo contrario. Ustedes me 
dirán: "Bueno, nosotros no somos el BPS, el Ministerio de Economía y Finanzas ni el de Trabajo y Seguridad 
Social", pero ustedes integran uno de los Poderes del Estado y tienen responsabilidad en esta vida tan cruel 
que llevamos los viejos de este país. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- En primer lugar, quiero dar la bienvenida a la Coordinadora de 
Jubilados y Pensionistas. 


Más allá de las consideraciones generales -a esta altura de la Legislatura me parece que está claro cuál es la 
visión de cada partido político, organización social o gremial sobre aspectos que precisamente, son generales- 
me gustaría ir a lo concreto de las formulaciones que aquí se han realizado, y que quiero adelantar me 
parecieron interesante. Inclusive, comparto algunas de ellas en cuanto a que la inquietud que conllevan, lo 
que me estaba motivando desde hace algunos días a hacer algún planteo de similar tenor en el ámbito de la 
Comisión. 


Efectivamente, en cuanto a la aplicación de la Ley N* 18.119 que aprobamos en nuestra Cámara el día 27 de 
diciembre del año pasado en aquella sesión postrera del año, que después el Senado aprobó en los primeros 
meses del año corriente y que previó como fecha de vigencia el 1* de julio de este año, he recibido varios 
casos de similar tenor, es decir, de beneficiarios de esta norma, que el BPS reconoce como tales. Inclusive, en 
el propio recibo le notifica a esos jubilados pasivos que su pasividad habrá de ser objeto de reliquidación, 
pero a muchos también les anuncia que esa reliquidación se va a hacer recién en el 2008. Ahí es donde en 
principio -digo en principio porque por supuesto quiero escuchar las explicaciones del Banco de Previsión 
Social- advierto que podríamos llegar a estar frente a esos casos -que no estoy en condiciones de notificar, 
pero personalmente he visto varios, es decir, cuatro o cinco-, que son una muestra interesante para ponernos 
en guardia. Si eso llegara a confirmarse podría llegar a representar un apartamiento de lo que establece la ley 
o, eventualmente, una postergación en el otorgamiento de los beneficios que la ley no admite, no prevé o no 
consagre. El Banco de Previsión Social podrá tener razones muy valederas, pero en todo caso, tiene que 
administrar y aplicar la ley. Independientemente de eso, si se enfrentó a algún tipo de dificultad -las que aquí 
se expresaron u otras-, desde mi punto de vista -reitero que no quiero apresurarme-; quiero ir primero al 
Banco de Previsión Social- seguramente lo que podría haber hecho es alertar de esas dificultades al 
legislador, al propio Poder Legislativo, y eventualmente solicitar o un ajuste a la ley o una modificación, a los 
efectos de regular de una manera diferente los tiempos de la aplicación. Ese primer aspecto no me ha 
sorprendido. Yo tengo algunos antecedentes en ese sentido y personalmente es una duda que quisiera 
despejar. Para ello, evidentemente, tenemos que hablar con el Banco de Previsión Social. 


En cuanto al tema que se vincula con los locales de pago, yo estuve analizando en alguna oportunidad - 
espero que la memoria no me traicione- la Ley N* 17.550. A mí me parece que no hay una violación de la ley 
en lo que tiene que ver con el sentido literal, es decir, con lo que literalmente la ley expresa. Según recuerdo, 
la ley da la opción al hablar de locales de pago. Se entiende por locales de pago aquellos que el Banco de 
Previsión Social tiene habilitados. La ley en sí misma no obliga al BPS a que abra un local en cada esquina, 
barrio o zona. No sé cuál fue el espíritu; yo no era legislador en ese entonces. Pero independientemente de 
que haya aquí una ilegalidad -tampoco se trata de encontrar fuera de juego a un organismo o a un jerarca-, me 
parece que lo mejor es analizar el tema para ver qué es lo más conveniente, razonable o sensato. Aquí 
tenemos una versión de una organización de jubilados que dice -quisiera que profundizaran un poco el 
concepto- que hay aspectos culturales que se vinculan con esto. Yo pregunto -es una pregunta, no una 
afirmación-: ¿verdaderamente hay una diferencia para el pasivo que va a cobrar su pasividad en un local u 
otro, independientemente de que esté ubicado en el mismo lugar o a pocos metros? ¿La diferencia está en que 
en lugar de ser un local del Banco de Previsión Social sea uno privado? No digo un cajero automático, sino, 
por ejemplo, un Abitab. Aquí se ha dicho que es una instancia para reencontrarse con los compañeros de 
trabajo. Está bien; es un argumento. Con franqueza digo que habría que mejorar un poco la argumentación. 
Que se tome con total fraternidad lo que estoy diciendo, porque, reitero, estoy preguntando. Yo como 
legislador lo que quisiera es realmente ver si tenemos un problema en el caso de los beneficiarios, en el 
sentido de que esto les está generando un perjuicio al momento de cobrar. Después quiero que el BPS me 
diga realmente cuáles son sus argumentos, para que hoy tenga simplemente tres o cuatro locales habilitados, 
es decir, el del Centro, Cerro y la Unión. Realmente, quiero que me diga la ecuación económica, porque acá 
se habló de los millones de dólares o pesos que cuesta pagar a la red privada, pero también se ha dicho que el 
BPS fundamenta su posición en que por esta vía ha generado ahorros para el Banco. Esto lo veremos cuando 
venga el Directorio del BPS. Personalmente, como legislador, son las dos cosas que quiero sopesar. Entiendo 
-por lo que recuerdo haber leído en la ley- que en verdad no hay una violación de la ley. Se podrá sostener 
que sería mejor que la ley fuera distinta o que obligara a otras cosas, lo que se podría llegar a analizar. No 
tengo ningún prurito ni dificultad en hacerlo. 


El tema de los topes de las pensiones de las viudas me tomó por sorpresa. Francamente, lo tomo a beneficio 
de inventario; no sabía que eso no se estaba cumpliendo, y quisiera analizarlo. Me adelanto a solicitar a la 
Comisión lo que tal vez formalice después, que es, eventualmente, un informe del propio asesor jurídico en 
cuanto al alcance de la ley de seguridad social. Si se eliminan esos topes que antes estaban vigentes y 
podemos confirmarlo, tendremos que preguntarle al Banco también qué es lo que está pasando al respecto. 


Sobre el artículo 27 debo confesar que me llegaron algunos casos particulares -independientemente de lo que 
aquí se ha puesto como ejemplo- que me motivaron -comparto con la Comisión- a dirigir un pedido de 
informe al BPS, que todavía no me contestaron. Eso fue hace aproximadamente un mes. Me refiero a dos o 
tres casos de ciudadanos -los legisladores somos un poco correa de transmisión y, más allá de las instancias 
institucionales en la Comisión, recibimos casos particulares- que recibió y que me plantearon un tema 
similar. Según ellos no se estaría aplicando debidamente la opción más favorable al trabajador o futuro 
jubilado en términos de los últimos días o los mejores veinte. Tampoco la afirmo; simplemente recibí el 
planteo y dirigí un pedido de informes. Me parece un tema interesante para poder clarificar. En un futuro 
encuentro con el Directorio del Banco -que creo que esta Comisión se lo está debiendo o, más bien, el 
Directorio del Banco se lo está debiendo a esta Comisión- sería oportuno que pudiéramos concretar para 
hablar de estos temas y de otros. 


SEÑOR MORALES.- Quiero pedir disculpas porque omití algo importantísimo. Me refiero al reclamo 
desesperado de personas que viven en complejos habitacionales del Banco de Previsión Social. Con los 
últimos pagos les ha llegado una leyenda en el recibo de cobro que dice que aquellos habitantes de 
complejos habitacionales de jubilados que no paguen los impuestos municipales, van a perder su 
vivienda. Es una amenaza de que van a perder su vivienda. Queremos denunciar esto como otro claro 
atropello de los derechos de la gente, en este caso, de los compañeros que habitan complejos 
habitacionales del Banco de Previsión Social. Estos complejos no son del Banco sino de todos los que 
aportamos para que se construyeran, que administra el Ministerio de Vivienda, Territorio y Medio 
Ambiente. La Intendencia de Montevideo no tiene absolutamente nada que ver con los complejos 
habitacionales de jubilados. El dinero para construir los complejos salió del descuento que se hizo a los 
jubilados y pensionistas; de los que viven en esas casas y de los que no vivimos allí. Ahora se ha 
levantado ese aporte que hacíamos, es decir, el IRP que pagábamos hasta hace poco. Se trata de una 
cadena solidaria con la cual estábamos de acuerdo, en que aquel que ganaba un poquito más 
contribuyera para que tuviera vivienda aquel que no la había podido lograr en su vida. O sea que la 
Intendencia intervino en las habilitaciones municipales, otorgando los permisos, pero en materia de 
dinero o de terrenos, no puso absolutamente nada. Entonces, le llega esta amenaza a la gente y van al 
Banco de Previsión Social donde le dicen: "No somos nosotros; es la Intendencia". Van a la Intendencia 
y le dicen: "¿Nosotros qué tenemos que ver?" Y la verdad es que es responsabilidad del Banco de 
Previsión Social, porque es quien emite los recibos jubilatorios de pago. 


Nosotros venimos a denunciar acá este atropello a los derechos de la gente. Nada tienen que ver los 
impuestos municipales con que el compañero siga manteniendo la vivienda o la pierda; no tiene 
absolutamente nada que ver. El compañero que vive en un complejo habitacional no es el dueño de la 
vivienda; el dueño es el Banco de Previsión Social. Por lo tanto, si hubiera que pagar tributos domiciliarios, 
los tendría que pagar el BPS. No se le puede amenazar con eso a un hombre o a una mujer con que los van a 
echar. ¿Por qué ellos ocupan la vivienda? Porque tienen las jubilaciones y las pensiones más bajas, en el caso 
de que algún jubilado o pensionista tenga la suerte de haber conseguido una vivienda. Se está chantajeando a 
la gente. 


Tenemos razón, señor Diputado Pablo Abdala, en decir que la gente joven no entiende la idiosincrasia de los 
viejos; la van a entender cuando lleguen a nuestra edad. No estoy reprochando nada; simplemente estoy 
dándome cuenta de que tenemos razón en lo que decimos. 


Con la amenaza que mencioné antes, la cabeza de los jubilados empieza a trabajar, se empiezan a enloquecer, 
a agudizar las enfermedades y las angustias. Y, en algunos casos, puede llevarlo a la tumba, porque piensan: 
"¡Voy a perder la vivienda a esta altura de mi vida! ¿Qué hago? ¿Dónde voy? A dormir a la calle". Los 
cráneos que toman esas medidas tienen que pensar en el daño que están haciendo a los viejos trabajadores de 
este país. Pero no lo hacen. No se dan cuenta que van a ser viejos, o que tuvieron padre, madre o abuelos. 
Queremos dejar esta denuncia para saber por qué ocurre esto, que es una clara violación de los derechos de la 
gente. 


En cuanto a los topes -no son cuatro o cinco; esos fueron los que llegaron hasta el Diputado Pablo Abdala-, 
debo decir que son miles los compañeros a los cuales no se les quitaron los topes; siguen topeados. Ahora se 
les dice que en el año 2008 le van a pagar lo atrasado todo junto, ¡pero lo que yo no comí en todos estos 
meses, no lo voy a poder comer todo junto, porque no me da el estómago! 


El Diputado Abdala decía que había que argumentar mejor lo de "encontrarse". Reencontrarse con un viejo 
compañero de trabajo, con un amigo, es algo que no lo podemos medir con palabras; son emociones, 
recuerdos de momentos duros, buenos, tristes, alegres. Eso no se paga por nada; no tiene precio 


También decíamos que es un tema cultural porque yo aprendí que los organismos del Estado en el Uruguay 
tienen sus cometidos y cada cual tiene que hacer lo que está establecido en su carta orgánica. Pagar 
jubilaciones es una especialidad. ¡Sí hay diferencia! Nos dicen que no pagan aguinaldo ni mejores 
jubilaciones porque no hay plata, y resulta que se dan el lujo de gastar US$ 12:000.000 por año en pagar 
locales fuera del banco. 


Después, está el problema de seguridad. En un Abitab de la calle Convención -creo que ya se los conté cuatro 
o cinco veces- entraron ladrones con metralleta en mano y se llevaron la plata del local, pero también la de 
los jubilados que habían cobrado en ese momento, los relojes y lo poco que tenían. El seguro cubrió el dinero 
del Abitab, pero no el de los jubilados. 


En el Banco de Previsión social pueden haber casos de robo en su cercanía, pero hay mucho más seguridad 
que en una empresa privada, en el sentido de que no van a robar lo poco que tienen los jubilados. ¿Saben una 
cosa? ¡Se pagan jubilaciones en casas que venden garrafas supergas o materiales de construcción! 
Imagínense cómo puede sentirse un viejo que va a cobrar allí. No tiene doble opción. Por ejemplo, si soy un 
viejo, de ochenta años, y vivo en Malvín, Sayago o Colón, no puedo ir al Centro o al Cerro, ya sea por 
razones físicas, motrices, porque no me da la plata para el boleto o por miedo a que me roben. ¡No le están 
dando la opción de cobrar en el BPS o en otro lugar! Es mentira. El que vive en esos lugares no tiene un BPS 
para elegir cobrar ahí, en el Abitab o en la farmacia. Allí no hay doble opción. Allí hay una opción sola: 
cobrás en el Abitab, sí o sí. Y sí, hay diferencia en eso. 


En cuanto al tema de las viudas también nos tomó de sorpresa. No vino cualquier persona a hacer la 
denuncia. Vino una abogada -que no venía en calidad de abogada sino de afectada por esta violación de sus 
derechos- y se puso en contacto con nuestros abogados. Estamos siguiendo los caminos legales, pero 
entendimos que esta Comisión de Seguridad Social de la Cámara debía tener conocimiento de esta situación, 
porque nos parece que es un tema que le compete. 


El Diputado Pablo Abdala confirma lo que nosotros decimos en cuanto a la violación del artículo 27 de la 
Ley N* 16713, 


SEÑOR CORREA.- Soy jubilado de la salud privada, -desgraciadamente de la salud privada-, y estoy 
mal pago. Me sumo a las afirmaciones que hace Morales en cuanto a los reclamos de la Coordinadora 
de Jubilados. 


Yo tuve la suerte de trabajar trece años en una fábrica metalúrgica en el departamento de Paysandú. Éramos 
once trabajadores y trabajamos trece años allí, donde se hacían las mejores herramientas con las manos y 
material nacional. Hacíamos máquinas agrícolas, sembradoras de remolacha, carpidora, arrancadora y 
secadora de granos. Se cerró esa fábrica. Tuve la suerte de trabajar trece años haciendo aportes para este país; 
dejé mi vida y mi salud trabajando como soldador haciendo maquinaria agrícola. Por la política del gobierno 
de Jorge Batlle esa fábrica se cerró; once familias nos quedamos en la calle sin trabajo. 


Vine a Montevideo con mi familia corrido por la situación económica. Yo soy padre de seis hijos. Trabajé en 
Cristalerías del Uruguay durante doce años. Dejé mis mejores años y mi salud allí. Me retiraba de la fábrica 
arrastrando las patas; pesaba 51 kilos y trabajaba muerto de calor por los hornos para producir el vidrio. 
Hacíamos toda la producción para afuera. En la época de la dictadura trabajábamos día y noche "a full". 
Exportábamos envases para Brasil, Chile, Argentina, Paraguay y también para la Norteña y la Pilsen. Reitero 
que allí trabajé doce años y fueron los mejores sueldos de mi vida. Dejé parte de mi salud trabajando ahí y sé 
que muchos compañeros se fueron enfermos, porque quedaron tuberculosos. Desgraciadamente, queda 
tuberculoso por la molienda y los elementos químicos que se usan en los hornos para producir el vidrio. 


Después ingresé en una mutualista en la que trabajé once años en mantenimiento. Cuando me jubilé, en el 
año 2001, me reconocieron diez años de la mutualista, en la que estaba ganando unos $ 5.000, cuando en la 
cristalería del Uruguay ganaba entre $ 6.000 y $ 7.000 por quincena, además del aguinaldo y los premios 
estímulo. Es cierto que nos explotaban a muerte y salíamos arrastrando las patas, pero desgraciadamente la 
fábrica cerró y ahora la están por reabrir gracias a una ayuda del Gobierno de Venezuela. Se estaban poniendo 
muchas trabas para recuperar esa producción tan importante para nuestro país como el vidrio, que es lo más 
higiénico para envasar cualquier tipo de líquido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es muy interesante el detalle de la elaboración del vidrio, pero llevamos una 
hora y media de entrevista y nos gustaría que plantearan el problema concreto. 


SEÑOR CORREA.- Lo que quiero plantear es que me reconocieron los diez años de la mutualista y 
cinco años de la fábrica de vidrio, cuando tendrían que haber sido los mejores veinte años. 


Para responder al señor Diputado Pablo Abdala, quiero decir que tenemos un comité de jubilados en la zona 
de la costa y reclamamos la aplicación de la Ley_N* 17.550. Los jubilados que cobran en Abitab no lo hacen 
por decisión propia sino que los obligó el Banco de Previsión Social. Vino un recibo de pago en el que decía 
que había que elegir un lugar y una fecha de cobro porque no se iba a pagar más en los locales habituales. 
Entonces, fuimos obligados a ir a cobrar a los locales privados. En la zona de la costa teníamos un local de 
pago en el Country Club de Lagomar que era seguro, bajo techo y contaba con gabinetes higiénicos, una 
ambulancia y una enfermera. De esa forma, el aporte se recibía con dignidad. Eso ya no existe. Ahora se 
llenó de locales de Abitab. Una vez, en turismo, en el local del conocido jugador de fútbol Bengoechea, al 
lado del supermercado de Solymar, se negaban a pagar. Había una cola de más de una cuadra de viejitos. Me 
parece que hay que tener un poco de sensibilidad por el ser humano. Esos viejos se estaban haciendo encima, 
al rayo del sol, en pleno verano. Es triste ver que los viejos que han aportado tanto a este país estén en esas 
condiciones. Tuve el atrevimiento de ir a hablar para que les pagaran y lo hicieron, porque si no íbamos a 
hacer un buen bochinche. Les pagaron, pero la gente se lamentaba porque no había quién los defendiera. El 
problema es que los uruguayos estamos perdiendo valores, que debemos recuperar. No puede ser que seamos 
tan insensibles a estos problemas. 


Me sumo a los reclamos del señor Morales. Esperamos que este organismo defensor del pueblo nos escuche, 
les guste o no, porque estamos trasmitiendo el dolor de nuestra gente y ustedes están para representarnos. 


SEÑOR PÉREZ.- Nuestros visitantes han expresado sus puntos de vista con altura y con firmeza, que 
es el clima que debemos tener. Me quedó en la cabeza el tema de las viviendas del Banco de Previsión 
Social y la exigencia de pago de los tributos de puerta, bajo amenaza de pérdida de la vivienda. 
Pregunto si esto ocurre solo en Montevideo o también en otras Intendencias. 


SEÑOR MORALES.- Tenemos conocimiento de que ocurre en Montevideo. No trajimos los recibos 
porque salimos apurados, pero se los podemos hacer llegar. Los nombres están borrados porque hay 
gente que tiene temor. 


SEÑOR PÉREZ.- Les agradecemos que nos hagan llegar fotocopia. 
SEÑOR MORALES.- Con mucho gusto. 


SEÑOR BLASINA.- La solicitud de entrevista venía acompañada de una nota en la que adelantaban 
algunos aspectos que plantearon. Tuvimos oportunidad de actualizar la información, lo cual no 
significa que sea la última, pero me adelanto a manifestar que lo expresado en esta reunión debe 
merecer una consulta lo más rápido posible al Banco de Previsión Social. Recibimos información 
oficial respecto a la ley que establece la corrección de topes del Acto N” 9 a partir de 1994. Hay que 
tener en cuenta que cuando aprobamos este proyecto de ley en Comisión y luego en Cámara había 
aproximadamente 8.500 beneficiarios. Al 1” de julio de este año ya han cobrado 7.702 jubilados y 1.069 
pensionistas como un total de 8.771 personas. Efectivamente, hay expedientes de quienes se jubilaron a 
partir de 1997, inclusive de algunos que no se jubilaron todavía y que están comprendidos en la ley. En 
estos casos fue inevitable estudiar carpeta por carpeta, porque si no era absolutamente imposible 


realizar el ajuste correspondiente. En definitiva, esta es una reforma de la cédula jubilatoria de cada 
uno. Ya se han aprobado más de 600 casos -esto hay que corroborarlo-, que quedarían junto con 
algunos otros que se están estudiando para el 1” de julio de 2008 con la retroactividad correspondiente. 


Este trabajo fue engorroso, no resultó sencillo, porque en muchos casos faltaba la documentación 
correspondiente. Entonces, llevó más tiempo que el que se presumía. Por esa razón, -los integrantes de la 
Comisión lo recordarán-, a fines de 2006 aprobamos el proyecto de ley -como decía el señor Diputado Pablo 
Abdala-, en el entendido de que se necesitaba un tiempo, antes de que se empezara a percibir el 1* de julio de 
2007, por lo engorroso de ese trabajo. 


De todas maneras, reitero que sobre este tema habría que pedir información actualizada y oficial al Banco de 
Previsión Social. 


En cuanto a la eventual pérdida de la vivienda de aquellos que estén atrasados o se atrasen en el futuro en el 
pago de tributos domiciliarios, estoy en condiciones de adelantar -a cuenta de una información que 
deberemos solicitar- que nadie va a perder la vivienda. Se están estudiando planes de financiación -sobre los 
cuales no puedo hablar, porque no conozco los detalles- para los deudores de los tributos domiciliarios y para 
tomar recaudos hacia el futuro. La información que efectivamente salió hace cuatro o cinco meses en un 
recibo fue un error -según me dicen-, desde mi punto de vista, un grueso error. Se ha aclarado que fue un 
error y que ningún jubilado que haya obtenido la vivienda -hay una cantidad muy importante, miles, que 
están esperando la adjudicación- la va a perder por esa circunstancia. 


En torno al artículo 27 de la Ley N* 16.703, hubo un momento en la Comisión, en este Período, en que 
teníamos dudas en cuanto a cómo se estaba aplicando. Las primeras aclaraciones que recibimos estaban 
referidas a las dificultades para completar la historia laboral; en su defecto -la historia laboral comienza a 
partir de determinado año, como saben-, el único recurso disponible es el testimonial, es decir, la 
presentación de testigos. Lo que se me informó hace unos días es que esa situación se ha regularizado -esto 
hay que comprobarlo a partir de información oficial- y que efectivamente ahora se está aplicando la ley. 
Siempre dijimos en la Comisión -consta en la versión taquigráfica- que el espíritu de la ley -se entienden las 
razones por las cuales se plantea así-, era que se cobrara lo que resultara más beneficioso para el trabajador, 
tomando en cuenta los últimos diez años o los veinte mejores. Si no, no tendría ningún sentido el establecer 
esa diferencia entre los últimos diez años o los veinte mejores. ¿Por qué razón? Eso lo explicamos ante 
algunas delegaciones que recibimos y consta en la versión taquigráfica de varias reuniones de la Comisión. 
Por las circunstancias ocurridas en el país en las últimas décadas, hay trabajadores y trabajadoras que al haber 
perdido su trabajo, por ejemplo, en la industria metalúrgica, textil, etcétera, obtuvieron empleos posteriores - 
no en todos los casos- donde percibían salarios menores que el de aquellos tiempos. Entonces, el sentido de la 
ley apunta fundamentalmente a tener en cuenta ese tipo de circunstancia, es decir que aquellos que percibían 
salarios relativamente mayores a los que percibieron en los últimos diez años, optaran por la opción más 
beneficiosa. No se puede interpretar otra cosa leyendo con cuidado lo que dice la ley, e inclusive su 
reglamentación. Se me informa que esta situación se está regularizando, pero habría que corroborarlo con la 
información oficial del Banco de Previsión Social. 


La ley que plantea la libertad de opción para el cobro de jubilaciones y pensiones en distintos locales dio 
lugar a un largo trajinar de unos cuantos años, a los efectos de lograr que eso se efectivizara por una 
resolución del Parlamento. Lo que plantea la Ley N” 17.550 es la libertad de opción para el cobro en los 
distintos lugares habilitados. En principio, coincido con lo que manifiesta el señor Diputado Pablo Abdala, en 
el sentido de que no se estaría violentando lo que expresa la ley en cuanto a la libertad de opción. Lo que sí 
me preocupa -me parece que sería importante contar con la documentación al respecto-, y además lo escucho 
por primera vez, es que se predetermine dónde debe cobrar el jubilado, la jubilada, el pensionista o la 
pensionista. Insisto en que es la primera vez que lo escucho, pero si se puede documentar, constituye una 
irregularidad, porque eso sí anula la libertad de opción. No se puede indicar al jubilado, a la jubilada, al 
pensionista o a la pensionista dónde debe cobrar, salvo que la persona involucrada -eso consta en la 
reglamentación- no realice la opción en un tiempo determinado. Si no lo hace, partimos de la base de que el 
Banco de Previsión Social debería saber dónde va a cobrar esa persona a los efectos de remitirle el dinero 
correspondiente. Habría que ver en la documentación si los jubilados o pensionistas - hombre o mujer- 
realizaron la opción dentro o fuera de los tiempos previstos; si lo hicieron fuera de los tiempos previstos, me 
parece una cuestión de orden que el Banco determine dónde va a cobrar la persona, porque en algún lugar 
tiene que hacerlo. Habría que ver eso a la luz de la documentación, donde consta la disposición. 


Me parece que todo esto merece una actualización informativa del Directorio del Banco de Previsión Social. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a ir redondeando porque tenemos otros temas que tratar. 


SEÑOR MORALES.- Les agradecemos el espacio que nos han dado. Sabemos que esta Comisión tiene 
un funcionamiento que determina tiempos menores, pero se los agradecemos mucho, porque el tema es 
de importancia, ya que puede sentar, no digo jurisprudencia -no somos abogados-, pero sí 
antecedentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No entiendo qué quiso decir con que esta Comisión determina tiempos 
menores. Quiero que me lo aclare. 


SEÑOR MORALES.- Hemos venidos otras veces y nos dicen que tenemos media hora o tantos 
minutos, y hoy llevamos una hora y pico acá adentro. Hacemos un reconocimiento a la deferencia de 
que nos hayan dedicado más tiempo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, entendí mal. 

SEÑOR MORALES.- No somos de decir cosas ofensivas. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Creí que le había parecido poco el tiempo. 
SEÑOR MORALES.- Todo lo contrario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Discúlpeme porque lo interpreté mal. 


SEÑOR MORALES.- En cuanto a los topes, creo que el señor Diputado Blasina dice lo mismo que 
nosotros: que se está trabajando pero va a operar en otros tiempos. Ese es un hecho constatado de la 
realidad, pero está mal, porque eso no es lo que establece la ley. Aunque no me gustó la intención del 
señor Diputado Pablo Abdala -que dijo que la ley debería haberse ajustado-, porque significaba 
postergar el pago a la gente que tenía derecho a cobrar desde un primer momento, hubiera preferido 
eso a que se trabajara sin dar ningún tipo de explicación. El señor Diputado Blasina dijo que eso se 
haría en enero, lo que me extrañó, porque a la gente que consulta se le dice que será en julio, pero 
luego el señor Diputado se corrigió, y también mencionó el mes de julio. Nosotros pensamos que eso 
está mal y que lo que está mal hay que corregirlo. No es justo y no se pueden equivocar ni decir que se 
perdió la información; solo tienen que aplicar la ley y después pensar cómo solucionar la situación. Si 
se sabe el monto que cobró cada persona la primera vez que lo hizo y el sueldo que percibía, por lo 
tanto, se sabe si estaba topeada o no y si le corresponde cobrar o no. Esto era muy sencillo de arreglar, 
lo que ocurre es que no hubo voluntad para hacerlo. Se pensará: "Que espere el jubilado; que espere 
para cobrar hasta julio del año que viene". Y estamos hablando de cientos de personas. 


Si bien se dice que estos jubilados van a cobrar con retroactividad, reitero que esas personas no van a poder 
recuperar la calidad de vida que perdieron en estos meses que no cobraron y les correspondía hacerlo. Aclaro 
que ese no es mi caso porque no estaba topeado porque estoy jubilado por una ley especial. Sé que es un 
trabajo engorroso, pero el BPS tiene los medios y los recursos humanos, tecnológicos y económicos como 
para poder regularizar ese tema. 


Con respecto a la vivienda se cometió otro error. Como dije, no se pueden cometer esos errores porque la 
gente se desespera y se enloquece. En este aspecto no me quedó claro quién va a regularizar el pago de los 
tributos domiciliarios, si será la Intendencia o el BPS. Consideramos que el BPS no tiene por qué regularizar 
el pago de los tributos domiciliarios, porque esa es una cuenta que tiene el beneficiario de la vivienda con la 
Intendencia Municipal de Montevideo y se tramita por otros carriles. En ese sentido quiero decir que sería 
necesario que existiera determinada flexibilidad porque no podemos olvidar que quienes habitan allí son los 
que ganan menos. 


El señor Diputado Blasina se refirió a la dificultad que existía para la elaboración de las historias laborales. 
Creo que el señor González puede demostrar que eso en muchos casos no es así, y que las historias laborales 
están claras. Las historias laborales de los funcionarios públicos están claras porque en los distintos lugares 
de trabajo existen los Departamentos de Cuentas Personales, más allá de que en el BPS se hayan 
informatizado las historias laborales hace poco tiempo, desde 1996 a la fecha. Reitero que en los organismos 
públicos hay material escrito e informático que demuestra la historia laboral de cada trabajador. Lo que 
sucede es que se está violando el artículo 27. 


Por otro lado, alguien habló del espíritu de la Ley N* 17.550. Pido a los señores Diputados que hagan 
memoria -inclusive al señor Perdomo, que era Secretario de la Comisión en aquella época- porque, 
precisamente, hay que ir al espíritu de la Ley_N* 17.550. ¿Qué plasmó en la ley el legislador con respecto al 
planteo que en aquel entonces hizo nuestra organización? Lo que plasmó, precisamente, fue el derecho a que 
cada jubilado pudiera elegir donde cobrar su pasividad. Pero si el jubilado no tiene una agencia del Banco de 
Previsión Social donde vive no puede optar, ya que no puede trasladarse, ya sea por problemas económicos, 
de seguridad, desarraigo o porque vive en un departamento y tiene que viajar a otro. Entonces, en realidad, no 
se está permitiendo optar y se les está diciendo: "Tiene que cobrar allí, o tiene que cobrar allí", porque no 
tiene una agencia de BPS cerca. Ustedes, que hacen las leyes, que las discuten mucho más seguido que yo y 
conocen más del tema, deberían entender que si la ley dice que el jubilado podrá optar por el lugar de cobro, 
también debería contar con los recursos para adoptar la opción que más le convenga. Si al jubilado se le 
niegan los recursos, en realidad, no tiene la posibilidad de optar, solo puede seguir cobrando en el lugar en 
que lo hacía habitualmente. No debemos olvidar que el espíritu de la ley era que el jubilado cobrara donde 
quisiera; estamos hablando de US$ 12:000.000 que se tiran 


También quiero rescatar la importante intervención del señor Correa, que se refirió al lugar donde metemos a 
los viejos. En los lugares donde perciben su jubilación no solo hay problemas de seguridad, sino que tampoco 
hay baños ni pueden recibir atención médica si se descompensan, lo que es natural a esa edad. Además, si a 
alguno de ellos se le ocurre hacer una pregunta en el Abitab, en la farmacia o en la barraca donde cobra, se le 
dice: "Señor: por favor, córrase que hay otro jubilado atrás suyo que me significa alrededor de $ 60, y si usted 
está estorbando se me va a ir para otro lado porque no le va a resultar cómodo cobrar acá", y no se le brinda 
la información solicitada y se le manda al BPS. Todos estos aspectos deben tenerse en cuenta porque estamos 
hablando de un sector de la sociedad que está en edades en que la vida se hace mucho más compleja porque 
no se tiene la misma motricidad ni la capacidad de entendimiento que se tenía antes, y tampoco se tienen los 
reflejos suficientes como para leer, escribir y firmar. Y, desafortunadamente, en esos lugares no se encuentra - 
esta es una queja de cientos de compañeros- la idoneidad que tienen la inmensa mayoría de los trabajadores 
del Banco de Previsión Social para atender a una persona mayor. Para los empleados del Banco de Previsión 
Social es su trabajo, es su modo de ganarse la vida y de servir a la sociedad, pero para el comerciante que está 
en el Abitab, en la farmacia o en la barraca son $ 60 más o menos que cobra si un viejo se tranca en la 
ventanilla. 


Muchas gracias. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Como dijo el señor Morales, domino bastante la ley gracias a lo que me 
enseñaron y a la práctica de desarrollar la tarea por ser Jefe de la Cuenta Personal de OSE de 
Montevideo que, como es un monopolio, hace la extensión a todos los trabajadores, desde el obrero 
hasta el Presidente del organismo. 


No me voy a referir a todos los temas que mencionó el señor Morales y a lo manifestado por los señores 
Diputados, porque sería redundante, sino que me voy a referir al básico jubilatorio. 


El artículo 27 dice que "El sueldo básico jubilatorio será el promedio mensual de las asignaciones 
computables actualizadas de los diez últimos años de servicios registrados en la historia laboral, limitado al 
promedio mensual de los veinte años de mejores asignaciones computables actualizadas, incrementado en un 
5% (cinco por ciento).". Eso fue mencionado por el señor Diputado Blasina. Seguidamente, establece: "Si 
fuera más favorable para el trabajador el sueldo básico jubilatorio será el promedio de los veinte años 
mejores de asignaciones computables actualizadas, por servicios registrados en la historia laboral."; esto 
también se dijo aquí. Hasta ahí estamos totalmente de acuerdo; estamos en verdadera sintonía: se está 
aplicando la ley y el espíritu del legislador. [15:08:52] En cambio, el proceso del Banco de Previsión Social, 
en su operativa, cuando hace la interpretación, no interpreta en forma pie de letrista lo que el espíritu del 


legislador consagró en la ley. Entonces, cuando dice "limitado", pone un límite. En el artículo 27 se dice: 
"limitado al promedio mensual de los veinte años de mejores asignaciones computables actualizadas, 
incrementado en un 5%". Entonces, el Banco de Previsión Social estudia eso y lo pone en práctica, hace un 
software, por ahí mete la información y sale el contenido. Así sale el básico previo jubilatorio. Entonces, si el 
legislador dice que de entre los diez o veinte mejores del promedio de los dos, el trabajador tiene derecho a 
elegir el mejor, ¡pues denle el mejor! Y si son los diez últimos, que sean los diez últimos y si son los veinte, 
que sea el promedio de los veinte; no dice "de los últimos veinte" y sabemos que el trabajador podrá trabajar 
entre treinta y cinco y cuarenta años. 


Entonces, ¿qué quiso decir el legislador en esa oportunidad? Quiso decir: "Nos estamos quedando sin 
industria, sin trabajo, sin una cantidad de cosas y pasa lo siguiente". Se tuvo en cuenta que el señor trabajaba 
en la Coca-cola y hoy en la OSE, no gana lo mismo y que el señor que trabajaba en la fábrica de vidrio y 
ganaba por promedio de producción y esas cosas, ganaba más que en los últimos diez que trabajó en salud 
pública. El legislador, con sabiduría en ese tiempo, dijo: "Comparo toda la actividad laboral del trabajador, 
los veinte años con los últimos diez y luego le digo al señor que elija". Porque, ¿quién fue el que aportó? El 
trabajador y está bien; está perfecto. Sin embargo, el Banco, incurriendo en un enriquecimiento ilícito a costa 
del trabajador, no sé por qué tomó la palabra "limitado" y lo limita. ¡No, señor! ¡Error! Lo discutí con todos 
los Gerentes del BPS y estoy en juicio en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. El Directorio del 
BPS me negó las razones y fueron ellos los que me enseñaron a interpretar la ley. Y lo que estoy explicando 
acá, me lo explicaron ellos. ¡Lo tuve que aprender y aplicar! ¡Es una contradicción terrible! 


¿Qué es lo que sucede? La ley tiene dos topes. El primer tope es para aquel que se jubila y no tiene ningún 
otro beneficio del Banco de Previsión Social. Aclaremos que tiene cinco tipos de afiliaciones, como ser, 
escolar, civil, industria y comercio y rural. En ese caso el tope debe estar en $ 18.000 o $ 19.000, pero aquel 
que acumula porque tiene una pensión de la señora que falleció o porque tuvo otra actividad y ganó $ 4.000 y 
si por la actividad que se va a jubilar no llega al tope, tiene un tope acumulativo, que hoy está en $ 25.000. 
Quiere decir que la ley prevé topes para una situación determinada y para una acumulación. Hoy eso se está 
aplicando y está bien. Entonces, ¿por qué se limita? Porque al agregar el 5% y al darle los diecisiete últimos 
años, lo está perjudicando. ¿Por qué? Porque compara los diez últimos años con los veinte, elige los 
diecisiete contra los diez, siendo que le dan más los diez que los diecisiete. Decía que agregan un 5%. Con 
ese 5% no llegan a los mejores que son los últimos diez. Al ser funcionario de la Administración pública y 
luego de haber trabajado cuarenta y dos años en OSE, se supone que entré como personal de servicio, 
limpiando baños, y terminé como jefe de la cuenta personal. Entonces, quiere decir que hice una carrera 
administrativa y lo que pasa es que los sueldos no son los mismos. 


Yo les voy a mostrar los cálculos que el propio BPS me hizo y el Gerente que los hizo me autorizó a que los 
diera acá. 


El Banco de Previsión Social me dice: "yo le pido que me dé los diez o veinte mejores para elegir". El 
promedio de los diez últimos me da $ 19.900 y fracción y los diecisiete últimos, $ 15.000. El sentido común 
me dice que diecinueve es mayor que quince. Si me van a calcular el 55% por edad y servicio, sobre $ 19.000 
voy a recoger una jubilación mayor que sobre $ 15.000; son los diez últimos años. Es una cuestión 
matemática; dos más dos es cuatro. Y esto fue lo que pasó 


A mí me dieron $ 9.173 como básico jubilatorio cuando me correspondían $ 10.954. Desde que me jubilé me 
están estafando -perdón por la palabra- $ 2.000 mensuales. 


Yo presenté un recurso contra el BPS y tengo un antecedente que el doctor Jorge Bruni hizo llegar al doctor 
Jorge Fernández. Se trata de la Resolución N* 13-5/2001 por la cual el señor Juan Sbrocca Villalba pasó de 
diez a once años porque le convenía más. El Tribunal de lo Contencioso le dio el aval y le tuvieron que 
liquidar la jubilación. Al doctor Rodolfo Adrián Fernández García, jubilado del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, le dan $ 9.854 porque le toman los diez últimos y el señor, que había trabajado en un 
laboratorio, había ganado mucho más. Entonces, basado en el antecedente de Sbrocca del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo -que sienta jurisprudencia-, presenta un recurso sobre los veinte mejores. La ley 
dice lo que plantea el Diputado Blasina, es decir, que frente a la presentación de una documentación 
fehaciente -real-, se tienen que rever los veinte mejores y así se hizo. ¿Saben cuánto le dieron de jubilación? 
$ 13.648,50. Acá están los documentos del BPS; no es que esté delirando. Entonces, ¿qué hago yo? Pongo el 
mismo abogado y le pido que me dé los mismos papeles para presentar en el banco. Él me dijo que me 


autorizaba. Le pregunté si podía hacerlos públicos y me contestó que sí. Es por eso que los estoy haciendo 
públicos. Lo real es que a mí, el BPS me niega esa posibilidad. 


Sé que el señor Presidente me pidió brevedad y yo trato de ir paso a paso para que quede clarísimo este 
punto. 


Yo me jubilé el 31 de diciembre de 2004. Dos meses antes el Directorio se había reunido. En una versión 
parcial sin corregir -Repartido N* 1508- se dice: "El señor Director Daniel Delgado Sicco recuerda que el 
tema se trató oportunamente por el Directorio y se había llegado a un acuerdo para salvaguardar los derechos 
de los afiliados en el sentido de brindarle información ante la opción que la ley N* 16.713 establece. Se 
refiere a la comparación entre los mejores veinte años con los últimos diez de trabajo". Después viene toda la 
discusión que voy a abreviar y voy a ir al resultado. Prácticamente solo leí el título, porque hubo una 
discusión y ya estaba todo visto y tratado. |15:14:16| Dice: "Modelo de ejercicio del derecho del art. 27 de 
consentimiento informado de opción:". Era un texto para que se pusiera en práctica. Y de ahí pasa al 27 de 
octubre por Miguel Britos Sartori, Gerente Área Pasivos, y después pasa a Soutullo. Yo voy a hablar con 
Soutullo, y me dice: "No, González, es así el programa". Y bueno, es así el programa, me comí el programa. 
Firma Myra Tebot, Gerente General. Le arranca la cabeza a González; está bien, está perfecto. Adelante. No 
hay problema. 


Después, en 2006, el abogado presenta un recurso frente a las autoridades del Banco de Previsión Social, y 
me niegan lo que dice. Estoy en el Contencioso; tres veces ha intimado al Banco de Previsión Social para que 
presente toda esta documentación, que es oficial, y no la presenta. 

El 17 de febrero de 2006, en nota cursada por Atención al Cliente, Solicitud de Jubilaciones, dice: "En 
aplicación de lo dispuesto por el Art. 59 del Decreto 125/996 su básico jubilatorio se efectuará (...)", y da la 


opción. 


Ustedes se podrán imaginar los cientos de trabajadores que resultan perjudicados de esta manera, y porque no 
conocen el sistema, no reclaman. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su presencia en esta Comisión. 
(Se retira de Sala la delegación de la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay) 


SEÑOR ABDALA.- Quisiera solicitar que se invite a concurrir a la Comisión, a la primera sesión de 
diciembre, a las autoridades del Banco de Previsión Social para tratar este y otros temas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo a los señores Diputados que informen a la Secretaría los temas que 
consideran de interés para tratar con las autoridades del BPS a los efectos de organizar una agenda 


SEÑOR BLASINA.- Estoy de acuerdo con la propuesta del señor Diputado. 


Asimismo, solicito que se incorpore al orden del día un proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo 
acerca de la aportación previsional para pequeñas obras de construcción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se hará. 


Se levanta la reunión. 


Tí maana dal nia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


